En la ciudad de Mar del Plata, a los 29 días del mes de setiembre del año dos mil nueve, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa P-997-MP2 “FISCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES c. PETROLERA MAR DEL PLATA S.A. s. APREMIO”, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores Riccitelli y Mora y considerando los siguientes:

ANTECEDENTES
I. El Titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N° 2 del Departamento Judicial de Mar del Plata, por resolución de fs. 147, reguló los honorarios profesionales del Dr. P., M. R. -letrado apoderado de la parte demandada- en la suma de PESOS DOS MILLONES QUINIENTOS CINCUENTA Y NUEVE MIL NOVECIENTOS OCHENTA Y CINCO CON OCHENTA Y UN CENTAVOS ($ 2.559.985,81) con más el aporte de ley, con sustento en los arts. 22 de la ley 13.406; 9, 10, 14, 15, 16, 22, 34, 51 Y 54 del Decreto ley 8904/77; 2 inc. a) y 16 de la ley 6716.

II. Notificada espontáneamente, a fs. 154 luce agregado el recurso de apelación deducido el día 27-04-2009 por la Sra. P., M. E. en su carácter de cesionaria de todos los derechos y acciones sobre los honorarios devengados en estas actuaciones a favor del Dr. P., M. R., agraviándose por considerar bajos los honorarios profesionales fijados al letrado cedente –apoderado de la parte demandada-.

III. Con fecha 29 de abril de 2009, tal lo que se desprende de la cédula de notificación obrante a fs. 156/157, el Fisco de la Provincia de Buenos Aires se notificó de la resolución obrante a fs. 147.

IV. A fs. 158/161 se encuentra glosado el recurso de apelación deducido con fecha 8-05-2009 por el Dr. Luciano Augusto Monterubianesi -en su carácter de letrado apoderado del Fisco-, agraviándose por considerar altos los honorarios profesionales fijados al letrado de la contraria.

Aduce que la labor desplegada por el profesional apoderado de la demandada no justifica la cuantía de los emolumentos profesionales regulados y que no resulta apropiado tomar como única pauta regulatoria el monto de la cuestión debatida.

Considera que una adecuada hermenéutica de la ley arancelaria permite concluir que debe merituarse, además del valor económico del asunto, aquellas cuestiones que se vinculan con la calidad jurídica de la tarea desarrollada, el mérito y la naturaleza de la cuestión debatida, todo lo cual, en definitiva, permite arribar a una cuantificación “justa” de la labor profesional.

Además, estima que el resultado del proceso no lo fue sino en razón de un cambio legislativo que, a la postre, terminó favoreciendo a la demandada y no en atención de las defensa de extinción de la deuda oportunamente opuesta por la accionada.

En razón de ello, considera que el a quo ha arribado a un resultado desproporcionado, injusto y disvalioso al fundárselo pura y exclusivamente en una única pauta como resulta ser el monto del litigio, desentendiéndose de los restantes parámetros que obligatoriamente debieron ponderarse y, en consecuencia, solicita la reducción de los honorarios profesionales fijados en la instancia.

V. A fs. 155 y 162 el sentenciante de grado tuvo por interpuestos en legal tiempo y forma los remedios incoados, concediéndolos en relación y ordenando la elevación de la causa a esta Alzada.

VI. A fs. 164, la Sra. P., M. E. en su carácter de cesionaria de todos los derechos y acciones sobre los honorarios devengados en estas actuaciones a favor del Dr. P., M.R. se presenta ante esta Alzada con fecha 26-05-2009 y manifiesta, luego de remarcar la –según su visión- omisión del a quo de brindarle traslado de los fundamentos del recurso de apelación interpuesto por la actora a fs. 158/161, que: (i) no es cierto que el rechazo de la acción lo hubiera sido con sustento en la existencia de un cambio normativo; (ii) la demanda fue desestimada en razón de haber prosperado la excepción de prescripción; (iii) el auto regulatorio no luce desproporcionado y; (iv) ad eventum, aduce que al momento de oponer las excepciones no se encontraba vigente la ley 13.406 por lo cual, estima que la escala porcentual prevista en el art. 22 del citado régimen procesal no resultaría aplicable.

VII. Puestos los Autos para resolver, corresponden plantear las siguientes:

CUESTIONES

1. ¿Es fundado el recurso de apelación interpuesto a fs. 158/161?

En caso afirmativo 

2. ¿Deviene inoficioso el tratamiento del recurso de apelación articulado a fs. 154?

A la primera cuestión planteada, el señor Juez doctor Riccitelli dijo:
I. A los fines de ejercer la tarea revisora respecto de los honorarios fijados al Dr. P., M.R., corresponde recordar que en casos como el presente, que exhiben una significación patrimonial genuinamente de excepción, no puede considerarse válidamente satisfecha la fijación de los estipendios profesionales con una mera remisión a las fórmulas aritméticas previstas en las leyes arancelarias (cfr. doct. C.S.J.N. Fallos 318:399; 330:950).

Ello así, en tanto la sujeción estricta a la escala arancelaria prevista en el artículo 22 de la ley 13.406 ocasionaría en la especie, una evidente e injustificada desproporción no compatible con los fines perseguidos por el legislador al sancionar la normativa arancelaria ni con los intereses involucrados en el caso (cfr argto. doct. C.S.J.N. in re F.258.XXXVII “Figueroa Eduardo Antonio c/ E.N. –Mrio. De Economía- y B.C.R.A. s/ juicios de conocimiento, sent. 30-10-2007).

En supuestos como el aquí ventilado, se impone una interpretación armónica que componga, con prudente equilibrio, los diversos parámetros que determina la ley, a efectos de evitar la disociación económica, atinente al monto del litigio, de las restantes que informan la normativa arancelaria, entra las cuales cabe destacar las pautas brindadas por los arts. 14 –carácter en que actúa el abogado- y 16 –monto del asunto, resultado obtenido, complejidad y novedad de la cuestión, calidad jurídica, posición económica y social de las partes, entre otros parámetros-, ambos preceptos del Decreto Ley 8904/77.

Adviértase que la materia atinente a la regulación de honorarios no resulta ajena a aquel principio según el cual, la misión judicial no se agota con la remisión a los textos legales, sino que requiere del intérprete la búsqueda de la significación jurídica o de los preceptos aplicables que consagre la versión técnicamente elaborada y adecuada a su espíritu, desechando aquellas soluciones notoriamente injustas que no se condicen con el fin propio de la actividad jurisdiccional de determinar los principios acertados para el reconocimiento de los derechos (cfr. doct. C.S.J.N. Fallos 253:267; 329:94; 329:4506; 330:1336).

Además, en casos como el sub examine en los que se postula como solución justa y razonable el apartamiento de los mínimos arancelarios, adquiere plena vigencia la norma complementaria del Código Civil que alberga el art. 13 de la ley 24.432, según la cual, cuando la regulación practicada de acuerdo a los regímenes aplicables resulte excesiva e injustamente desproporcionada con la importancia de la tarea cumplida (su naturaleza, alcance, tiempo, calidad o resultado, entre otras pautas), los jueces pueden establecerlos de manera tal de adecuarlos a las pautas de justicia y razonabilidad que se desprenden del art. 28 de la Constitución Nacional (cfr. argto. doct. S.C.B.A. causa C. 86.346 “Calleri”, sent. de 26-IX-2007).
Bajo tal prisma de análisis, se advierte que de las 88 fojas que contiene el expediente hasta la sentencia de primera instancia, la participación del doctor P. consiste en once (11) fojas de contestación de intimación de pago y oposición de excepciones, una (1) foja donde solicita se ordene el traslado de la presentación anterior, dos (2) fojas donde requiere pronto despacho y la confección de dos (2) cédulas de notificación. Tan breve intervención procesal –más allá del resultado del pleito por el cual se aplicara el principio objetivo de la derrota al Fisco accionante- mal puede justificar una valorización de la labor profesional con la suma fijada por el a quo, cuando en la mayoría de los apremios que transitan ante esta jurisdicción –por fuera del monto del juicio- ella resulta ser la tarea común del letrado patrocinante o apoderado de los ejecutados, dando lugar a retribuciones más ajustadas con la índole de los trabajos efectuados y con el tiempo que ellos le demandaron al letrado interviniente.

En virtud de lo expuesto, teniendo en cuenta: (a) que en las presentes actuaciones el Dr. P., M.R. se desempeñó como letrado apoderado de la parte demandada; (b) que la excepción de prescripción deducida prosperó, importando ello el rechazo de la ejecución (cfr. presentación de fs. 9/11 y resolución de fs. 138/142); (c) que el monto reclamado por el Fisco en el escrito de demanda asciende a la suma de PESOS DIECISIETE MILLONES SESENTA Y SEIS MIL QUINIENTOS SETENTA Y DOS CON 03/100 ($ 17.066.572,03) y; (d) las demás pautas aludidas en los párrafos precedentes, la valoración de sus trabajos efectuada por el juez de grado y el consecuente monto de los honorarios que les fueran regulados lucen excesivos y desproporcionados, justificándose en la especie –por aplicación de la expresa previsión contenida en el artículo 13 de la ley 23.432- su reducción a valores que, aunque por debajo de la escala arancelaria, resultan justos y mesurados a la luz de las particularidades de este proceso.

II. En atención a lo manifestado precedentemente, y encontrándose la regulación de los estipendios profesionales practicada en autos apelada por alta, en mi opinión corresponde revocarla y fijar los honorarios correspondientes al doctor P., M.R. por su actuación ante la instancia de grado en la suma de pesos TRESCIENTOS MIL ($ 300.000,00), con más sus aportes de ley [arts. 13 ley 24.432; 22 de la ley 13.406; 1, 10, 13, 16, 22, argto. art. 23 –segunda parte-, 57 y cctes. del dec. ley 8904/77; 12 y 14 de la ley 6716].

III. No pasa inadvertido, sin embargo, para esta Alzada, la nula prevención del Fisco antes de iniciar una acción judicial con un monto ejecutable de la magnitud del ventilado en el presente apremio. Es de esperar, por fuera de las consideraciones que se efectuaron en los párrafos precedentes sobre la desproporcionalidad de los honorarios, que en el futuro, tanto el ente recaudador como los apoderados fiscales verifiquen suficientemente el grado de certeza de una supuesta acreencia fiscal millonaria antes de incitar la intervención judicial que –a juzgar por el resultado obtenido en el pleito- lejos estuvo de ser necesaria por haberse iniciado una ejecución de una obligación natural (art. 515 inc. 2° del Código Civil).

A la primera cuestión planteada voto, en consecuencia, por la afirmativa.
El señor Juez doctor Mora con igual alcance e idénticos fundamentos a los brindados por el señor Juez doctor Riccitelli, vota a la primera cuestión planteada por la afirmativa.

A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor Riccitelli dijo:
I.1 En atención a la solución que se arriba, y que en definitiva se traduce en el acogimiento del recurso de apelación por altos interpuesto en los términos del artículo 57 del dto. ley 8904/77 por el letrado apoderado de la Fiscalía de Estado, corresponde brindar respuesta afirmativa al interrogante planteado.

En tal contexto entonces, deviene inoficioso el tratamiento del recurso de apelación interpuesto a fs. 154 por la Sra. P., M.E. en su carácter de cesionaria de todos los derechos y acciones sobre los honorarios devengados en estas actuaciones a favor del Dr. P., M.R. por considerar bajos los honorarios profesionales fijados al letrado cedente –apoderado de la parte demandada-(cfr. argto. doct. esta Cámara causa A-1041-MP0 “Maiorini”, sent. de 11-VIII-2009; A-1521-NEO “Villadangos”, sent. de 17-IX-2009).

A la segunda cuestión planteada voto, en consecuencia, por la afirmativa.
El señor Juez doctor Mora con igual alcance e idénticos fundamentos a los brindados por la el señor Juez doctor Riccitelli, vota a la segunda cuestión planteada por la afirmativa.

De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata, dicta la siguiente:

SENTENCIA
1. Hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por el Dr. Luciano Augusto Monterubianesi en su carácter de apoderado del Fisco provincial contra la regulación del estipendio profesional practicada mediante resolución obrante a fs. 147, fijándo los emolumentos por trabajos de primera instancia del Doctor P. M.R. en la suma de pesos TRESCIENTOS MIL ($ 300.000,00), con más los aportes de ley [arts. 13 ley 24.432; 22 de la ley 13.406; 1, 10, 13, 16, 22, argto. art. 23 –segunda parte-, 57 y cctes. del dec. ley 8904/77; 12 y 14 de la ley 6716 y doctr. citada].

2. Declarar inoficioso el tratamiento del recurso de apelación articulado a fs. 154 por la Sra. P., M.E. en su carácter de cesionaria de todos los derechos y acciones sobre los honorarios devengados en estas actuaciones a favor del Dr. P., M.R., por considerar bajos los honorarios profesionales fijados al letrado cedente –apoderado de la parte demandada-.

3. Practicar por separado regulación de honorarios profesionales en favor del Dr. P, M.R. por su actuación por ante esta Excma. Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo (art. 31 del Dec. ley 8904/77).

Regístrese, notifíquese y devuélvase a la instancia. Fdo: Dres. Elio Horacio Riccitelli – Roberto Daniel Mora – María Gabriela Ruffa, Secretaria.
